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Resumen 

La nueva llegada al poder de Donald Trump como presidente de los EE. UU. ha 
venido acompañada de una guerra comercial de carácter universal. El establecimiento 
de los elevados aranceles estadounidenses ha situado a la Unión Europea en la tesitu-
ra de tener que aplicar contramedidas económicas en una coyuntura geopolítica de 
enorme complejidad en la que se entremezclan cuestiones comerciales y en materia  
de seguridad. El trabajo tiene como objetivo conocer este contencioso comercial, así 
como las medidas que ha adoptado o puede adoptar la Unión Europea para defender-
se de los aranceles estadounidenses.
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THE EUROPEAN UNION’S RESPONSE TO TRUMP’S TRADE WAR

Abstract

Donald Trump’s new rise to power as President of the United States has been 
accompanied by a universal trade war. The establishment of high US tariffs has placed 
the European Union in the position of having to apply economic countermeasures in 
a highly complex geopolitical situation in which trade and security issues are inter-
twined. The aim of this paper is to examine this trade dispute and the measures that 
the European Union have taken or could take to defend itself against the US tariffs.

Keywords

European Union; trade war; common trade policy; open strategic autonomy; 
economic coercion; trade and security.

LA RÉPONSE DE L’UNION EUROPÉENNE À LA GUERRE COMMERCIALE 
DE TRUMP

Résumé

La nouvelle arrivée au pouvoir de Donald Trump en tant que Président des 
États-Unis s’est accompagnée d’une guerre commerciale universelle. La mise en place 
de droits de douane américains élevés a placé l’Union européenne dans la position de 
devoir appliquer des contre-mesures économiques dans une situation géopolitique 
très complexe où les questions de commerce et de sécurité sont imbriquées. L’objectif 
de ce document est d’examiner ce différend commercial et les mesures que l’Union 
européenne a pris ou peut prendre pour se défendre contre les droits de douane amé-
ricains.

Mots clés

Union Européenne; guerre commerciale; politique commerciale commune; au-
tonomie stratégique ouverte; coercition économique; commerce et sécurité.
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I.	 INTRODUCCIÓN

La llegada de Donald Trump a la Casa Blanca en enero de 2025 ha traído 
consigo la reanudación del programa comercial proteccionista que comenzó a 
desarrollar a partir de 2017, durante su primer mandato como presidente de 
los Estados Unidos (EE. UU. en adelante). La política comercial para el que 
será su segundo mandato se concreta en un documento que lleva por título 
«Agenda en materia de política comercial de 2025». Según se desprende de la 
lectura de este documento, para el presidente estadounidense el actual declive 
de los EE. UU. es el resultado de las políticas de deslocalización empresarial en 
terceros países practicadas por «élites globalistas» con el ánimo de enriquecerse 
a expensas de la clase trabajadora de los EE. UU. El documento desarrolla la 
particular visión mercantilista de Trump para la economía estadounidense del 
siglo xxi basada en la producción de bienes manufacturados, productos 
agrícolas, servicios y conocimiento; una economía que sea capaz de reducir el 
desorbitado déficit comercial de EE. UU. Basándose en esta narrativa, la 
Agenda de 2025 autoriza al secretario de Comercio de los EE. UU. y a otras 
agencias del Estado a que investiguen las causas del déficit comercial persis-
tente, identificando las prácticas comerciales desleales, e impriman un nuevo 
curso a los acuerdos comerciales con terceros Estados. La reconfiguración de 
la política comercial por la que aboga pasa por la utilización de los aranceles 
como principal medida de política comercial. 

No extraña, de este modo, que, mediante la aprobación de una batería de 
memorandos y decretos presidenciales, Trump esté practicando un unilatera-
lismo agresivo al aumentar de modo exponencial los aranceles estadounidenses 
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a las importaciones procedentes del extranjero. Con ello está intentando, 
como decimos, reducir el déficit comercial de los EE. UU. e incrementar la 
producción manufacturera nacional, a la vez que pretende arrancar de los 
terceros Estados concesiones de diverso tipo (en materia de inmigración, de 
energía o de lucha contra la droga).

Los primeros aranceles de un 25 % de alcance universal se impusieron el 
10 de febrero de 2025 a las importaciones en los EE. UU. de productos de 
acero, aluminio y de productos comerciales derivados. Estos aranceles  
se aprobaron con base en la sección 232 de la Ley de Expansión Comercial de 
1962 —que regula una delegación de poder en materia comercial del Congreso 
al Ejecutivo—, y fueron aplicables a partir del 12 de marzo de 20252. Un 
segundo arancel de carácter universal de un 25 % se impuso el 26 de marzo de 
2025 a las importaciones de vehículos y sus componentes —también sobre la 
base de la sección 232 de la Ley de Expansión Comercial de 1962— con 
efecto a partir del 3 de abril de 20253. 

Un paso más en esta evolución se da con el memorando de 13 de febrero 
de 20254, ya que en él Trump pone en marcha un proceso cuyo objetivo fue 
imponer, con carácter general, lo que denomina como «aranceles recíprocos»5. 
La imposición de estos aranceles genéricos es defendida como una cuestión de 
justicia, ya que, según su relato, con ellos pretende gravar las importaciones en 
EE. UU. con tasas equivalentes a las que sufren las exportaciones estadouni-
denses en terceros países. El documento citado emplea el concepto de arancel 

2	 Proclamación presidencial n.º 10896, de 10 de febrero de 2025, titulada Adjusting 
Imports of Steel into the United States; Proclamación presidencial n.º 10895, de 10 de 
febrero de 2025, titulada Adjusting Imports of Aluminium into the United States. Se 
sobreentiende que todos los aranceles mencionados en este trabajo son aranceles ad 
valorem.

3	 Proclamación presidencial n.º 10908, de 26 de marzo, titulada Adjusting Imports of 
Automobiles and Automobile Parts into the United States. 

4	 Memorando, de 13 de febrero de 2025, titulado Reciprocal Trade and Tariffs.
5	 La utilización del léxico de los «aranceles recíprocos» es una manifestación de lo que 

algunos autores han denominado como el «retorno de los partidarios de la recipro-
cidad». Para estos autores ello revela un lamentable signo de desesperación de  
EE. UU. («the diminished giant») ante la pérdida de su hegemonía económica 
(Bhagwati e Irwin, 1987: 122). La narrativa de los aranceles recíprocos es, además, 
engañosa, pues no existe en la OMC la plena reciprocidad, como lo demuestra, en 
particular, la existencia de excepciones a los principios estructurales, tales como el 
art. XXIV del GATT de 1994 o el trato especial y diferenciado a los países en vías de 
desarrollo en el marco de la parte IV del GATT, cuestiones con cuya regulación 
EE. UU. estuvo en su momento plenamente de acuerdo.
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de modo laxo, al equipararlo a cualquier obstáculo estructural, normativo 
(especialmente en el ámbito sanitario), monetario o incluso fiscal (por ejemplo, 
el IVA), contribuyendo así a forjar un incremento artificial del déficit comercial 
estadounidense. 

En esta misma línea, otro memorando —titulado «Defensa de las 
empresas e innovadores estadounidenses frente a la extorsión y las multas y 
sanciones injustas en el extranjero»6—, de 21 de febrero de 2025, sostiene que 
los impuestos y las regulaciones que afectan a las empresas tecnológicas 
estadounidenses que operan en la Unión Europea (UE, en adelante) se 
apropian de beneficios que deberían contribuir al bienestar de los EE. UU. 
Para Trump, todas estas medidas violan la soberanía estadounidense y deslo-
calizan puestos de trabajo estadounidenses, limitando la competitividad global 
de sus empresas, al tiempo que exponen su información sensible a reguladores 
extranjeros potencialmente hostiles. Por consiguiente, afirma, 

cuando un gobierno extranjero, a través de su estructura fiscal o reguladora, 
imponga una multa, sanción, impuesto u otra carga que sea discriminatoria, despro-
porcionada o diseñada para transferir fondos significativos o propiedad intelectual 
de empresas estadounidenses al gobierno extranjero o a las entidades nacionales 
favorecidas por el gobierno extranjero, mi Administración actuará, imponiendo 
aranceles y tomando otras medidas de respuesta necesarias para mitigar el daño a 
Estados Unidos y reparar cualquier desequilibrio resultante. 

Autoriza, de este modo, al representante de Comercio de los Estados 
Unidos para determinar si renueva las investigaciones —efectuadas durante su 
primera presidencia, en virtud de la sección 301 de la Ley de Comercio de 
1974— a los impuestos sobre los servicios digitales de Francia, Austria, Italia, 
España, Turquía y el Reino Unido, con vistas a adoptar las medidas apropiadas. 
Recordemos que la sección 301 permite al Ejecutivo imponer contramedidas 
comerciales tanto en caso de violación de los acuerdos comerciales como ante 
prácticas comerciales desleales (Sykes, 2024: 427). También entiende que es 
sancionable cualquier acto, política o práctica de cualquier país de la UE o del 
Reino Unido que tenga el efecto de exigir o incentivar el uso o el desarrollo de 
productos o servicios de empresas estadounidenses de forma que se socave la 
libertad de expresión y el compromiso político o se moderen los contenidos 
de otro modo. 

Sin embargo, la imposición de los denominados «aranceles recíprocos» 
no se hizo efectiva de forma inmediata tras la aprobación de estos memorandos, 

6	 Memorando, de 21 de febrero de 2025, titulado Defending American Companies and 
Innovators From Overseas Extortion and Unfair Fines and Penalties. 
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sino que se aplazó en espera de conocer los cálculos que, de modo indivi-
dualizado, realizasen el secretario de Comercio de los EE. UU., Howard 
Lutnik, y el representante de Comercio, Jamieson Greer. Finalmente, el 2 
de abril de 2025, calificado como «día de la liberación», Trump detona la 
guerra comercial universal al publicar un decreto presidencial7 que fija los 
aranceles recíprocos, establecidos sobre una base nacional (salvo en el caso 
de la UE) y con efecto a partir del 9 de abril de 2025, por un período 
ilimitado. El fundamento jurídico de la aprobación de tales aranceles se 
encuentra en la Ley de Facultades Económicas Especiales para Situaciones 
de Emergencia Internacional de 1977 (International Emergency Economic 
Powers Act), la Ley Nacional de Emergencias (National Emergencies Act), 
la sección 604 de la Ley de Comercio (Trade Act) de 1974, y la sección 
301 del título 3 del Código de Estados Unidos (United States Code). El 
método de cálculo consiste en convertir en porcentajes objetivos los 
aranceles sobre la importación de mercancías estadounidenses, incluyendo 
las barreras no arancelarias (normas sanitarias y medioambientales, así 
como el IVA)8. 

El arancel recíproco universal mínimo fijado es de un 10 %, pero, a partir 
de ahí, los aranceles van in crescendo, ajustándose su cálculo al nivel del déficit 
comercial en el que incurren los intercambios estadounidenses con los terceros 
Estados (o con la UE). De este modo, a la UE le asignó un arancel del 20 %, 
a Japón de un 24 %, a Malasia de un 24 %, a China de un 34 %, a Vietnam de 
un 46 %, a Camboya de un 49 %, etc. Se trata de aranceles que se han 
modificado en el caso de China hasta en dos ocasiones, elevándose hasta un 
145 %, como consecuencia de la imposición por parte de China de aranceles 
de un 125 % a las exportaciones estadounidenses, si bien estos aranceles han 
sido posteriormente rebajados por ambas partes tras llegar a un acuerdo9. 
México y Canadá —partes, junto con EE. UU., del Tratado entre México, 
EE. UU. y Canadá (TMEC) de 2020— han quedado excluidos de los aranceles 
recíprocos, si bien están sujetos a la emergencia nacional relacionada con el 
fentanilo y la inmigración, que les impone un gravamen del 25 %; y se 
mantiene otro 25 % tanto a las importaciones de artículos de acero y de 

7	 Decreto Presidencial n.º 14257, de 2 de abril de 2025, titulado Regulating Imports 
with a Reciprocal Tariff to Rectify Trade Practices that Contribute to Large and Persistent 
Annual United States Goods Trade Deficits. Hoja informativa, de 2 de abril de 2025, 
titulada President Donald J. Trump Declares National Emergency to Increase our Compe-
titive Edge, Protect our Sovereignty, and Strengthen our National and Economic Security.

8	 Agence Europe 13617, de 9 de abril de 2025.
9	 The White House, Joint Statement on U.S.-China Economic and Trade Meeting in 

Geneva, May 12, 2025.
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aluminio como a los vehículos y sus componentes, quedando excluidos de los 
aranceles los productos energéticos canadienses.

El 9 de abril de 2025, y exclusivamente en relación con aquellos países 
que Trump estimó que no habían reaccionado a los «aranceles recíprocos», 
EE. UU. pausó durante noventa días tales aranceles, rebajándolos al 10 %10; 
todo ello sin perjuicio del mantenimiento de los aranceles específicos al acero 
y al aluminio (25 %) y a los automóviles y sus componentes (25 %). Como 
consecuencia de esta rebaja temporal de los aranceles, las exportaciones de la 
UE están sometidas desde entonces en EE. UU. al arancel recíproco del 10 %, 
además de a los dos tipos de aranceles específicos del 25 % anteriormente 
mencionados11.

El presente trabajo tendrá como objetivo examinar en qué ha consistido 
o puede consistir la respuesta de la UE frente a estos aranceles de Trump. Con 
ese fin, el trabajo se estructura en tres apartados. En el primero de ellos se 
estudiarán las medidas que ya han sido adoptadas hasta la fecha por la UE 
frente a los aranceles estadounidenses al acero y al aluminio. El segundo 
apartado, de carácter analítico, examina las medidas de respuesta que la UE 
podría adoptar en un futuro próximo —frente a los aranceles recíprocos y los 
específicos a los automóviles y sus componentes—, si las negociaciones en 
curso con EE. UU. fracasan. Este apartado se centrará, en particular, en el 
análisis del Reglamento (UE) 2023/2675 de lucha contra la coerción 
económica ejercida por terceros Estados (Reglamento ACE, en adelante). Por 
último, el trabajo concluirá con unas reflexiones finales. 

II.	 LA RESPUESTA DE LA UNIÓN EUROPEA A LOS ARANCELES 
ESTADOUNIDENSES DE TRUMP

En la guerra comercial que se ha desatado por los aranceles estadounidenses 
la UE está actuando de modo cauteloso. En mi opinión, ello puede deberse a 
que, a diferencia de los restantes países del mundo (con excepción de Canadá), la 
partida se juega tanto en el tablero comercial como en el de la seguridad, como 
así lo han podido comprobar los países de la UE que son, simultáneamente, 
miembros de la OTAN. De este modo, en relación con este grupo de países, el 
cambio de la política comercial de los EE. UU. va de la mano de la que experi-
menta su política de defensa, como se demostró durante la Conferencia de 

10	 Decreto Presidencial, de 9 de abril de 2025, titulado Modifying reciprocal tariff rates to 
reflect trading partner retaliation and alignment.

11	 Véasa infra nota a pie de página n.º 60.
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Seguridad de Múnich de 15 de febrero de 2025, en la que EE. UU. apremió a los 
Estados de la UE (que son miembros de la OTAN) a que incrementen su gasto 
en materia de defensa, dejando en una zona de incertidumbre el compromiso 
aliado de defensa colectiva establecido por el Tratado de Washington. Un desliz 
de los servicios de inteligencia de los EE. UU., por el que se incluyó por error en 
un chat de altos cargos de defensa a un periodista estadounidense, permitió 
conocer el lenguaje que la Administración estadounidense utiliza para referirse a 
sus aliados europeos al calificarlos como «gorrones». En un plano más general, el 
panorama geopolítico no puede ser más incierto y poco propicio a la moderación 
y el diálogo. Así se escenificó durante la visita del presidente Zelenski a la 
Casablanca el 28 de febrero de 2025, en la que Trump, espoleado por su vicepre-
sidente James Vance, llegó a espetar al presidente ucraniano el estar jugando con 
la Tercera Guerra Mundial. En estos momentos se desarrollan unas inciertas 
negociaciones para el fin de la guerra de Ucrania entre EE. UU., Ucrania y Rusia, 
de las que la UE ha sido incomprensiblemente marginada.

No está claro de qué modo la UE —creada, según ha afirmado Trump, 
para «fastidiar» a los EE. UU.— encaja en su nueva visión geopolítica. En un 
nivel más práctico tampoco sabemos qué futuro le reserva a un mecanismo de 
diálogo comercial específico entre EE. UU. y la UE creado en 2021, como es el 
Consejo de Comercio y Tecnología. Sin embargo, sí hay al menos dos tipos de 
medidas que ya ha aprobado la UE para hacer frente a los aranceles estadouni-
denses, que tienen que ver concretamente con la imposición de los aranceles 
específicos del 25 % a las importaciones de artículos de acero y aluminio. Se trata 
de la aplicación de las medidas de reequilibrio comercial adoptadas de confor-
midad con el Reglamento (UE) 654/2014 sobre el ejercicio de la Unión para 
aplicar y hacer cumplir las normas comerciales internacionales12. En relación con 
estos aranceles, la UE también se ha asociado a la solicitud de consultas por parte 
de Canadá en el marco del sistema de solución de diferencias de la Organización 
Mundial del Comercio (OMC, en adelante). Por otra parte, se está planteando 
la posibilidad de que la UE aplique el Reglamento de lucha contra la coerción 
económica en caso de que las negociaciones comerciales actualmente en curso 
con EE. UU. fracasen. Examinaremos ambas cuestiones por separado.

1.	 MEDIDAS ADOPTADAS POR LA UNIÓN EUROPEA FRENTE A LOS 
ARANCELES ESPECÍFICOS ESTADOUNIDENSES AL ACERO Y AL ALUMINIO

Como se ha señalado, EE. UU. ha impuesto aranceles específicos de un 
25 % al acero, al aluminio y productos derivados establecidos con carácter 

12	 DO L 189, de 27 de junio de 2014, p. 50.
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universal. En el caso de la UE ello conlleva la reanudación de la guerra 
comercial con EE. UU. que, en dicho sector, comenzó en 2018 (durante la 
primera presidencia de Trump) y que fue objeto en 2021 de un acuerdo entre 
EE. UU. y la UE (durante la Administración Biden), por el que EE. UU. 
sustituyó temporalmente los aranceles por contingentes arancelarios, lo que le 
permitió a la industria de la UE exportar un cierto volumen de tales productos 
a EE. UU. sin tener que pagar los aranceles (si bien las exportaciones por 
encima de los contingentes continuaron estando sujetas a dichos aranceles). 
Ahora, y como reacción a los aranceles estadounidenses al acero y al aluminio 
establecidos por Trump el 10 de febrero de 2025, la Comisión de la UE ha 
aprobado un reglamento de ejecución sobre «medidas de reequilibrio comer-
cial»13 —basadas, como decimos, en el Reglamento (UE) 654/2014—, 
consistentes en la suspensión de concesiones arancelarias y la imposición de 
derechos de aduana nuevos o aumentados sobre las importaciones en la UE  
de productos seleccionados originarios de EE. UU. La UE defiende en este 
instrumento normativo que los aranceles específicos de 2025 al acero y al 
aluminio de EE. UU. son, objetivamente (esto es, no susceptibles de decisión 
unilateral), medidas de salvaguardia que, sin embargo, no se ajustan al Acuerdo 
de Salvaguardias de la OMC. En su opinión, EE. UU. no ha demostrado que 
los productos en cuestión se importen en cantidades tan elevadas como para 
causar o amenazar con causar un perjuicio grave a la industria nacional que 
fabrica productos similares o directamente competidores. El problema viene 
dado porque Trump, al imponer estos aranceles, no invocó el Acuerdo de 
Salvaguardias de la OMC, sino que, como lo viene haciendo desde 2018, 
alegó la necesidad de proteger sus intereses esenciales en materia de seguridad 
nacional en tiempos de emergencia en las relaciones internacionales (cuestión 
que considera, además, discrecional y no sometida a la excepción del art. XXI 
b) iii del GATT de 1994). Sin embargo, cuando, como hemos señalado 
anteriormente, el 9 de abril de 2025 EE. UU. decidió pausar los aranceles 
recíprocos del 20 % a la UE durante noventa días, rebajándolos al arancel 
«recíproco» universal del 10 %, la UE decidió, a su vez, suspender la aplicación 
de las mencionadas «medidas de reequilibrio» hasta el 14 de julio de 202514. 
Entretanto continúan las negociaciones comerciales con EE. UU.

13	 Reglamento de Ejecución (UE) 2025/778 de la Comisión, de 14 de abril de 2025, 
sobre medidas de reequilibrio comercial relativas a determinados productos origina-
rios de los Estados Unidos (DO L, de 14 de abril de 2025). 

14	 Reglamento de Ejecución (UE) 2025/786 de la Comisión, de 14 de abril de 2025, por 
el que se suspenden determinadas medidas de reequilibrio comercial relativas a deter-
minados productos originarios de los Estados Unidos (DO L, de 14 de abril de 2025). 
Dado que la Comisión había previsto efectuar una aplicación por fases de las medidas 
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Una segunda línea de actuación de la UE, en relación con los aranceles 
del 25 % al acero y aluminio, ha sido la de asociarse a las consultas solicitadas 
por Canadá con EE. UU. en el marco del sistema de solución de diferencias 
de la OMC15. La alegación de Canadá se basa en que tales aranceles no son 
compatibles con el art.  II. 1 a) y II. 1 b) del GATT de 1994, al dispensar 
EE. UU. a dichos productos un trato menos favorable que el previsto en la 
lista de concesiones y compromisos de los EE. UU. anexa al GATT de 1994. 
Canadá también entiende que, incluso aunque los aranceles no se conside-
rasen incompatibles con dichos artículos, anulan o menoscaban ventajas 
resultantes para Canadá directa o indirectamente del GATT de 1994. Posible-
mente Canadá, al solicitar estas consultas con EE. UU., se ha basado en el 
asunto Estados Unidos-Determinadas medidas relativas a los productos de acero y 
aluminio de 2022, en el que un Grupo Especial de la OMC dirimió las 
medidas arancelarias impuestas en 2018 por los EE. UU. sobre las importa-
ciones de acero y aluminio en virtud del art.  232 de la Ley de Expansión 
Comercial de 1962. En él, efectivamente, el Grupo Especial constató que los 
derechos adicionales aplicados al acero y el aluminio eran incompatibles con 
el art. II.1 del GATT de 1994, ya que excedían de los tipos arancelarios conso-
lidados que figuraban en la lista de concesiones de los EE. UU. en el marco de 
la OMC. También constató que las exenciones de los derechos concedidos a 
los productos de acero y aluminio procedentes de determinados países eran 
incompatibles con la prescripción relativa a la cláusula de la nación más 
favorecida regulada en el art.  I.1 del GATT de 1994. Y, en relación con la 
excepción del art. XXI b) iii) del GATT de 1994 invocada por EE. UU. —que 
dispone que un miembro puede adoptar las medidas que considere necesarias 
para la protección de los intereses esenciales de su seguridad—, dicho Grupo 
Especial no constató que las medidas en litigio hubieran sido aplicadas en 
tiempos de guerra o en caso de grave tensión internacional. Por lo tanto, 

de reequilibrio, que ascendían a 18 900 millones de euros, comenzando la primera de 
ellas el 15 de abril de 2025, la aprobación de este segundo reglamento de ejecución 
implica que tales medidas no han llegado a aplicarse.

15	 En efecto, el 12 de marzo de 2025, Canadá solicitó la celebración de consultas con 
EE. UU. respecto a aranceles específicos a los artículos de acero y aluminio (OMC, 
WT/DS635/1, G/L/1563, de 13 de marzo de 2025). Canadá también ha solicitado la 
celebración de consultas con EE. UU. con relación al arancel del 25 % impuesto por 
EE. UU. a las importaciones de automóviles y partes de automóviles (OMC, WT/
DS637/1, G/L/1566, de 7 de abril de 2025). Por último, Canadá ha solicitado la cele-
bración de consultas con EE. UU. respecto al derecho de importación del 25 % sobre 
los productos no energéticos (OMC, WT/DS634/1, G/L/1562, G/TFA/D5/1, de 5 
de marzo de 2025).
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concluyó que la incompatibilidad de las medidas en litigio con determinadas 
disposiciones del GATT de 1994 no estaba justificadas al amparo del art. XXI 
b) iii) del GATT de 1994, condenando a los EE. UU.16. Hay que señalar que, 
posteriormente, EE. UU. planteó un recurso nulo de pleno derecho ante el 
inoperante Órgano de Apelación de la OMC17 (lo cual, como es sabido, se 
debe al propio bloqueo ejercido por EE. UU. al nombramiento de sus 
miembros).

Pues bien, en relación con el actual contencioso comercial, el 20 de 
marzo de 2025 la UE solicitó que, habida cuenta de su interés comercial 
sustancial, deseaba ser asociada a las consultas solicitadas por Canadá18. Para 
la UE, las medidas estadounidenses tendrán una repercusión importante en la 
UE, ya que afectan aproximadamente a un 5 % del total de las exportaciones 
de la UE a los EE. UU., por valor de 26 000 millones de euros. Para la UE, 
como hemos señalado, los aranceles estadounidenses equivalen a medidas de 
salvaguardia, si bien también apoya las bases jurídicas del GATT de 1994 
invocadas por Canadá. En este punto, su posición también encuentra un 
precedente en la «jurisprudencia» de la OMC, como lo es el informe del 
Órgano de Apelación de la OMC en el asunto Estados Unidos-Medidas  
de salvaguardia definitivas sobre las importaciones de determinados productos de 
acero de 2003, en el que EE. UU. fue condenado por infringir el art. XIX 1 a) 
del GATT de 1994 y el art. 3.1 del Acuerdo sobre Salvaguardias19. Por otra 
parte, en el asunto Estados Unidos-Determinadas medidas relativas a los 
productos de acero y aluminio de 2022, anteriormente mencionado, en el que 
la UE intervino como tercero, alegó que el art. XXI del GATT (que podría ser 
eventualmente invocado por EE. UU.) es enjuiciable y no constituye una 
defensa para las alegaciones formuladas al amparo del Acuerdo sobre Salva-
guardias20.

16	 OMC, Estados Unidos-Determinadas medidas relativas a los productos de acero y 
aluminio (WT/DS544/R), de 9 de diciembre de 2022.

17	 OMC, WT/DS544/14, de 30 de enero de 2023.
18	 OMC, WT/DS653/2, de 21 de marzo de 2025.
19	 OMC, Estados Unidos-Medidas de salvaguardia definitivas sobre las importaciones de 

determinados productos de acero (WT/DS248/AB/R, WT/DS249/AB/R, WT/DS251/
AB/R, WT/DS252/AB/R, WT/DS253/AB/R, WT/DS254/AB/R, WT/DS258/
AB/R, WT/DS259/AB/R), de 10 de noviembre de 2003. 

20	 OMC, Estados Unidos-Determinadas medidas relativas a los productos de acero y 
aluminio (WT/DS544/R/Add. 1, anexo C-2) de 9 de diciembre de 2022, apdo. 35. 
La misma posición defendió en el asunto Estados Unidos-Prescripción en materia de 
marcas de origen (WT/DS597/R/Add.1, anexo C-4), de 21 de diciembre de 2022. 
Sobre la posición de la UE en estos asuntos, véase Mola (2023: 121).
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Por último, en caso de que EE. UU. alcance acuerdos más beneficiosos 
con determinados terceros Estados (como el que ha alcanzado el 8 de mayo de 
2025 con Reino Unido, por el que elimina los aranceles al acero y al aluminio), 
la UE podría invocar también el art. I del GATT de 1994, esto es, una vulne-
ración de la cláusula de la nación más favorecida.

2.	 LA POSIBILIDAD DE APLICAR CONTRAMEDIDAS EN EL MARCO DEL 
REGLAMENTO DE LUCHA CONTRA LA COERCIÓN ECONÓMICA

Otra línea de actuación de la UE frente a los aranceles recíprocos podría 
consistir en la aplicación de contramedidas en el marco del Reglamento de lucha 
contra la coerción económica (Reglamento ACE, en lo sucesivo)21. La posibi-
lidad de aplicación al presente contencioso comercial de este Reglamento ha sido 
sugerida por la doctrina especializada (Ibáñez Marsilla, 2025; García Bercero, 
2025). En este apartado del trabajo me centraré en el análisis de las posibilidades 
que ofrece dicho reglamento, frecuentemente calificado como un bazooka 
comercial. Comenzaré identificando los motivos por los que dicho reglamento 
fue aprobado, para pasar luego a examinar la fundamentación teórica del Regla-
mento ACE, el concepto de coerción económica que contiene dicho reglamento, 
el posible contenido de las contramedidas comerciales y, por último, la proble-
mática asociada a la adopción de decisiones en el marco de este reglamento. El 
trabajo, en este apartado, solo abordará de forma tangencial el análisis de la 
legalidad del Reglamento ACE a la luz del derecho internacional y el de la OMC, 
por haber sido objeto de un análisis previo (López-Jurado, 2023: 198-207)22.

2.1.	 ¿Cuándo surge para la Unión Europea la necesidad de actuar frente a la 
coerción económica ejercida por terceros Estados?

La preocupación de la UE respecto a las prácticas de coerción económica 
ejercidas por terceros países surge en 2021 en el marco de la posible imposición 
de medidas comerciales restrictivas por parte de EE. UU. a Francia sobre la base de 
la sección 301 de la Ley de Comercio de 197423. En efecto, tras llevar a cabo una 

21	 Es necesario indicar que, en la abreviatura ACE, la letra A viene de la expresión «anti». 
Por lo tanto, el término Reglamento ACE también significa, de modo abreviado, 
Reglamento anti-coerción económica.

22	 No obstante, en relación con dicha cuestión y con una posible defensa de la UE en el 
caso hipotético en que esta sea demandada ante la OMC, véanse Hart (2024: 94); 
Olsthoorn (2024: 67); Ruys y Rodríguez (2021: 167); Weiss y Furculita (2024: 226). 

23	 Comisión Europea, Impact Assessment Report accompanying the document Proposal for 
a Regulation of the European Parliament and of the Council on the protection of the 
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investigación sobre el impuesto francés a los servicios digitales, EE. UU. amenazó 
a Francia con imponer aranceles a las exportaciones de cosméticos y bolsos de 
este país. Aunque EE. UU. no llegó a adoptar los aranceles, su posible acción 
contribuyó a crear incertidumbre y pérdidas económicas a los operadores econó-
micos afectados. Con posterioridad, y pese a que la coerción económica ha 
comenzado a ser practicada por otros países, como Indonesia o Rusia24, el foco 
de atención de la UE respecto al uso de medidas coercitivas de carácter económico 
se ha puesto particularmente en China. Resulta lógico que ello haya sido así 
teniendo en cuenta su ascenso como potencia económica, militar o tecnológica 
(Dezcallar, 2025: 231-279), hasta el punto de haber «modificado los cimientos 
del orden económico y político mundial»25. Pero es que, además, China ya ha 
ejercido de modo efectivo (en 2021) su coerción económica sobre un país 
miembro de la UE como lo es Lituania. En este caso, la coerción económica 
estuvo motivada por la apertura de una Oficina de Representación de Taiwán en 
la capital de Lituania, así como por la retirada de Lituania del marco de coope-
ración entre China y los países del Este de Europa conocido como formato 
17+1. La coerción económica china consistió concretamente en dificultades 
para los operadores económicos lituanos para entrar en territorio chino, desabas-
tecimiento de materias primas procedentes de China, el cierre de varias 
instituciones financieras que cooperaban con los exportadores lituanos y la 
eliminación de Lituania del sistema informático chino. China llegó a bloquear 
las importaciones procedentes de terceros países que contenían componentes de 
origen lituano (una suerte de «sanciones secundarias»), lo que produjo un efecto 
expansivo de las medidas de coerción económica chinas al afectar también a las 
industrias que se encontraban en fases anteriores y posteriores de determinadas 
cadenas globales de suministro. China incluso presionó a determinadas empresas, 
tanto de la UE como de terceros países, no solo para que dejasen de invertir en 
Lituania sino para que retiraran inversiones previamente realizadas en este país 
(Andrijauskas, 2022: 9).

La iniciativa concreta para la aprobación de un instrumento de lucha 
contra la coerción económica por parte de la UE surgió mientras se desarrollaba 
el proceso legislativo que condujo en 2021 a la reforma del Reglamento sobre 
cumplimiento26. En efecto, al tiempo que se aprobó dicho reglamento, el Parla-

Union and its Member States from economic coertion by third countries, SWD (2021) 
371 final, 8 de diciembre de 2021, p. 5. 

24	 Ibid., pp. 12-13.
25	 Comisión Europea, «Revisión de la política comercial: Una política comercial abierta, 

sostenible y asertiva», COM (2021) 66 final, 18-11-2021, p. 2.
26	 Reglamento (UE) 2021/167 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de febrero 

de 2021, por el que se modifica el Reglamento (UE) 654/2014 sobre el ejercicio de los 
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mento Europeo, el Consejo y la Comisión adoptaron una declaración conjunta 
en la que subrayaron su preocupación en relación con las acciones de terceros 
países que pretenden obligar a la Unión o a un Estado miembro a adoptar o 
retirar medidas estratégicas27. Se reconoció igualmente la necesidad de que la 
Comisión Europea presentara propuestas legislativas capaces de contrarrestar 
esta nueva modalidad de amenaza contra el comercio internacional. La presi-
denta de la Comisión Europea anunció al presidente del Parlamento Europeo y 
al presidente en ejercicio del Consejo que aprobaría una iniciativa legislativa en 
materia de lucha contra la coerción económica por parte de terceros países28, 
cosa que se llevó a efecto el 8 de diciembre de 202129. Finalmente, el 22 de 
noviembre de 2023 se aprobó el Reglamento (UE) 2023/2675 (Reglamento 
ACE, en lo sucesivo), cuya base jurídica es el art. 207 TFUE, entrando este en 
vigor el 27 de diciembre de ese mismo año30.

Además de la presentación de la propuesta de reglamento relativo a la 
lucha contra la coerción económica por parte de la Comisión, la UE también 
denunció a China ante el sistema de solución de diferencias de la OMC en 
relación con la coerción económica ejercida contra Lituania31. Tras la consti-
tución del Grupo Especial, las dos partes informaron al Órgano de Solución 
de Diferencias de que habían convenido en el procedimiento para el arbitraje 
previsto en el art. 25 del Entendimiento sobre solución de diferencias (ESD), 
y regulado entre ellos por el Acuerdo Multilateral Provisional de Arbitraje de 
Apelación, que se podría activar una vez que el Grupo Especial emitiese su 
informe. Sin embargo, el 25 de enero de 2024, la UE solicitó la suspensión del 
trabajo del Grupo Especial en relación con este litigio, ya que, a finales de 
2023, China retiró las barreras que había impuesto a los productos lituanos32. 

derechos de la Unión para aplicar y hacer cumplir las normas comerciales internacio-
nales (DO L 49, de 12 de febrero de 2021, p. 1).

27	 DO C 49, de 12 de febrero de 2021, p. 1.
28	 Comisión Europea, State of the Union 2020, Letter of Intent to President David Maria 

Sassoli and to President in office of the Council, Chancellor Angela Merkel, 16-09-2020.
29	 Comisión Europea, Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo 

relativo a la protección de la Unión y de sus Estados miembros frente a la coerción 
económica por parte de terceros países, COM (2021) 775 final, 8 de diciembre de 2021.

30	 Reglamento (UE) 2023/2675 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de 
noviembre de 2023, relativo a la protección de la Unión y de sus Estados miembros 
frente a la coerción económica por parte de terceros países (DO L de 7 de diciembre 
de 2023, p. 1).

31	 OMC, China-Medidas relativas al comercio de mercancías y servicios (WT/DS610/1, 
G/L/1426, G/TFA/D4/1, G/SPS/GEN/1988, S/L/435), de 31 de enero de 2022.

32	 OMC, WT/DS610/12, de 26 de enero de 2024.
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2.2.	 La fundamentación teórica del Reglamento de lucha contra la coerción 
económica

Para entender el fundamento del Reglamento ACE y cuál pueda ser la 
actual posición de la UE en materia de coerción económica, es esencial hacer 
referencia a la Comunicación de la Comisión Europea de 2021 titulada 
«Revisión de la política comercial: Una política comercial abierta, sostenible y 
asertiva»33. En este importante documento de análisis la Comisión geopolítica 
de Von der Leyen define la autonomía estratégica abierta de la UE como la 
capacidad de la UE para tomar sus propias decisiones y configurar el mundo 
que la rodea mediante el liderazgo y el compromiso, reflejando sus valores e 
intereses. En la práctica, ello supone que la UE, a la vez que pretende intensi-
ficar la cooperación global en materia de comercio, está dispuesta a proteger 
su economía mediante la aplicación de medidas de carácter unilateral. El jefe 
del departamento jurídico del Servicio de Acción Exterior de la UE ha definido 
el concepto de la autonomía estratégica abierta señalando que la UE ha de 
esforzarse por encontrar soluciones multilaterales, pudiendo al mismo tiempo 
adoptar por sí sola medidas jurídicas para salvaguardar los valores, los intereses 
fundamentales, la seguridad, la independencia y la integridad de la Unión 
(Hoffmeister, 2023: 673). Me parece también muy acertada la reflexión de 
que, para entender los retos potenciales que supone para la UE la «autonomía 
estratégica abierta», es necesario descender a un plano más práctico y examinar 
el conjunto de instrumentos jurídicos y medidas que esta entraña (Editorial, 
CMLR, 2022: 315). Pues bien, de entre ellos, sin duda, el Reglamento ACE 
ocupa un lugar destacado.

La autonomía estratégica abierta es reflejo de una fórmula transac-
cional que combina multilateralismo y unilateralismo, entre otras cuestiones 
(pues también existe una dimensión bilateral) (López-Jurado, 2025: 236). 
Como han indicado la Comisión y la alta representante de la Unión para 
Asuntos Exteriores y Política de Seguridad, «el multilateralismo ha sido y 
seguirá siendo el principio fundamental de la UE como medio más eficaz 
para gestionar las relaciones multilaterales de una manera mutuamente 
beneficiosa»34. La propia Comunicación de la Comisión sobre la reforma de 
la política comercial de 2021 está plagada de referencias al multilateralismo. 

33	 Comisión Europea, «Revisión de la Política comercial», loc. cit. 
34	 Comisión y Alta Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de 

Seguridad, Comunicación conjunta al Parlamento Europeo y el Consejo, «Sobre el 
refuerzo de la contribución de la UE a un multilateralismo basado en normas», JOIN 
(2021) 3 final, 17-2-2021.
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No podría ser de otra manera, ya que la defensa del multilateralismo es una 
obligación de naturaleza constitucional para la UE, teniendo en cuenta que 
el Tratado de la UE (TUE), tal y como ha quedado tras la reforma operada 
por el Tratado de Lisboa, incluye diversas referencias al multilateralismo y a 
la cooperación multilateral (concretamente en su art. 21, apdo. 1, in fine, o 
en el apdo. 2 h). Sin embargo, el compromiso a favor del multilateralismo y 
la cooperación internacional no es absoluto, puesto que el derecho origi-
nario de la UE no solo no prohíbe el unilateralismo, sino que, incluso, en el 
ámbito de la PCC, el art. 207. 1 TFUE regula de modo expreso medidas de 
protección comercial de carácter unilateral que pueden considerarse 
legítimas (esto es, conformes al derecho de la OMC), tales como los derechos 
antidumping o los derechos compensatorios (Kübeck y Mancini, 2023: 
523). Además, aunque la UE mantiene su preferencia normativa por el 
multilateralismo y la gobernanza multilateral —a los que no deslegitima, 
rechaza u obvia, como sí lo hace EE. UU. (Hart, 2024: 96, 101)—, en la 
práctica constata que no siempre es posible alcanzar consensos en ese 
formato de actuación. De hecho, como la realidad nos lo demuestra, cada 
vez resulta más difícil actuar de modo multilateral en el ámbito comercial, 
debido a la crisis estructural que padece la OMC y que afecta tanto al 
proceso de nomogénesis como a la solución de controversias. En cuanto a lo 
primero, se ha indicado que ha sido la propia incapacidad de los miembros 
la OMC para abordar normativamente el desafío chino («China Inc.») —en 
ámbitos tales como las subvenciones de Estado, la contratación pública, las 
inversiones extranjeras o la coerción económica— lo que ha llevado a la UE 
a recurrir cada vez más a instrumentos jurídicos de carácter unilateral 
capaces de restablecer la igualdad de condiciones (relevel the playing field) 
(Verellen y Hofer, 2023: 5). Respecto a la segunda cuestión, cabe recordar la 
crisis que, desde 2019, sufre el sistema de solución de controversias de esta 
organización internacional debido al bloqueo del Órgano de Apelación 
ocasionado por el veto estadounidense al nombramiento de sus miembros 
(Hughes, 2023; López-Jurado, 2021). El problema viene dado porque la 
UE, al poner un mayor énfasis en la acción unilateral en el ámbito de su 
PCC (López-Jurado, 2025: 246-259), ha dado pie a críticas que la acusan 
de estar practicando un proteccionismo comercial, algo que la propia UE ha 
tratado de conjurar adjetivando su «autonomía estratégica» en materia de 
PCC como «abierta». 

El informe de impacto que acompañó a la propuesta legislativa de Regla-
mento ACE de la Comisión también señala, como justificación de la necesidad 
de regular la coerción económica ejercida por terceros países, la creciente utili-
zación del comercio como arma en el ámbito internacional (weaponisation of 
trade), así como el crecimiento de las tensiones geoeconómicas que experi-
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menta el actual orden internacional35. La primera noción —«la utilización del 
comercio como arma»— se refiere específicamente a la posibilidad de utilizar 
medidas comerciales que incidan en la vulnerabilidad de los adversarios comer-
ciales con el objetivo de forzar un cambio en su comportamiento (Farrell y 
Newman, 2019; Hopewell, 2022: 58; Lee, 2022: 405; Olsthoorn, 2024: 55). 
Por su parte, el concepto de la geoeconomía presenta una triple dimensión. La 
primera de ellas subraya el reemplazamiento del orden internacional liberal 
previamente existente por un orden mundial caracterizado por la aceleración 
de la interdependencia económica. Este cambio de perspectiva conlleva una 
modificación del concepto de la seguridad, que va a pasar de estar relacionado 
exclusivamente con las cuestiones tradicionales relativas a la integridad terri-
torial del Estado a afectar a otro tipo de riesgos y vulnerabilidades vinculadas 
con su economía (Mola, 2023: 128). Ello va a tener reflejo en los instrumentos 
normativos de la nueva PCC de la UE, dado que algunos de ellos profundizan 
en la relación existente entre comercio y seguridad, entendiendo por tal 
seguridad económica. Así ocurre, de modo particular, con el Reglamento para 
el control de las inversiones extranjeras directas de 201936, con el Reglamento 
sobre el control de las exportaciones de productos de doble uso de 202137 y, 
muy especialmente, con el Reglamento ACE de 2023, que ahora analizamos. 
La segunda dimensión de la geoeconomía incide en el papel central del Estado 
—si bien aquí podríamos también incluir a una organización internacional 
como lo es la UE, dadas sus competencias exclusivas en materia de PCC— como 
actor primario de las relaciones económicas internacionales y su capacidad para 
adoptar medidas intervencionistas diseñadas para proteger su mercado frente a 
los rivales estratégicos. La tercera dimensión atañe al poder geoeconómico 
entendido como capacidad para defender o lograr ventaja con respecto a dichos 
competidores estratégicos. En relación con la UE se ha afirmado que, en el 
pasado y a falta de un verdadero poder militar, esta ha actuado como una 
potencia normativa intentando externalizar sus normas y políticas. Por el 
contrario, el poder geoeconómico alude a una forma de ejercicio del poder más 
directo basado en la capacidad de adoptar medidas económicas para alcanzar 
objetivos geopolíticos (Herránz-Surrallés et al., 2024: 921-922). 

35	 Comisión Europea, Impact Assessment Report, loc. cit., pp. 14 y 18.
36	 Reglamento (UE) 2019/452 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de marzo 

de 2019, para el control de las inversiones extranjeras directas en la Unión (DO L 79, de 
21 de marzo de 2019, p. 1).

37	 Reglamento (UE) 2021/821 del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de mayo de 
2021 por el que se establece un régimen de la Unión de control de las exportaciones, 
el corretaje, la asistencia técnica, el tránsito y la transferencia de productos de doble 
uso (DO L 206, de 11 de junio de 2021, p. 1).
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Por último, es posible encontrar justificaciones teóricas al Reglamento 
ACE en el ámbito económico, concretamente en la teoría de los juegos 
(Olsthoorn, 2024: 56). En este sentido, se considera que la sola amenaza de 
utilización de un instrumento comercial unilateral como lo es el Reglamento 
ACE puede obligar al tercer Estado que ejerce la coerción económica sobre la 
UE o sus Estados miembros a modificar su proceder. Se sobreentiende que, en 
esta relación de rivalidad, las dos partes actúan como actores racionales y que 
ambos tratan de evitar los costes asociados a la implementación de las medidas 
de respuesta. El presidente de la Comisión de Comercio Internacional del 
Parlamento Europeo, Bernd Lange, lo ha expresado de una forma gráfica al 
señalar: «Sometimes you have to put a gun on the table, even when you know 
that you might not use it» (Allenbach-Ammann, 2022). Desde el punto de 
vista económico, también se examina el hecho de que la respuesta a la coerción 
económica ejercida por un tercer Estado pueda no ser necesaria, lo que ocurrirá 
especialmente en aquellos casos en los que la industria del actor afectado sea 
capaz de mitigar sus efectos económicos, cosa que puede llevar a cabo, por 
ejemplo, mediante un redireccionamiento de sus exportaciones hacia otros 
terceros mercados, o en caso de que la industria afectada por los aranceles 
reciba ayudas (estatales o de otro tipo) que le permitan contrarrestar su 
impacto38. Pues bien, este tipo de circunstancias de carácter económico son 
tenidas en cuenta en el art. 9 del Reglamento ACE, que establece la necesidad 
de que la adopción (suspensión, modificación o finalización) de las medidas de 
respuesta se adapte al «interés de la Unión», lo que equivale a la obligación  
de efectuar una valoración o ponderación de los diferentes intereses en juego 
(Olsthoorn, 2024: 59). Ello conlleva el que la aprobación por parte de la UE 
de las contramedidas económicas (denominadas «medidas de respuesta» en 
dicho reglamento) no tenga que ser necesariamente automática una vez que se 
identifica la existencia de coerción económica.

2.3.	 El concepto de coerción económica

Sin duda, el concepto de coerción económica es la gran aportación del 
Reglamento ACE. La determinación de la existencia de coerción económica 
exige, según establece el art. 2. 1 del Reglamento ACE, que se den dos requi-
sitos. El primero de ellos consiste en que «un tercer país aplique o amenace 
con aplicar una medida que afecte al comercio o la inversión». El segundo es 

38	 Así ha ocurrido en España con la aprobación, mediante Real Decreto-ley 4/2025, del 
Plan de medidas urgentes de respuesta a la amenaza arancelaria y de relanzamiento 
comercial (BOE 86, de 9 de abril de 2025, p. 48926).
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de carácter teleológico y radica en que la coerción se ejerza «con el fin de 
impedir o de conseguir la paralización, modificación o adopción de un acto 
concreto por parte de la Unión o de un Estado miembro». A su vez, el art. 2. 
2 del Reglamento ACE aporta una serie de criterios auxiliares que han de ser 
tomados en consideración a la hora de determinar si existe coerción económica. 
Son los siguientes:

a)	� la intensidad, gravedad, frecuencia, duración, amplitud y magnitud 
de la medida del tercer país, en particular su repercusión en las 
relaciones comerciales o de inversión con la Unión, y la presión 
derivada de ella para la Unión o para un Estado miembro;

b)	� si el tercer país está incurriendo en una pauta de injerencia destinada 
a obtener actos concretos de la Unión, de un Estado miembro o de 
otro tercer país; 

c)	� el grado en que la medida del tercer país interfiere en la soberanía de 
la Unión o de los Estados miembros; 

d)	�si el tercer país actúa sobre la base de una preocupación legítima 
reconocida internacionalmente; 

e)	� si, antes de imponer o aplicar la medida del tercer país, este ha 
intentado seriamente y de buena fe resolver el asunto mediante una 
coordinación internacional o una resolución jurisdiccional, ya sea 
bilateralmente o en un foro internacional, y de qué manera.

El término «tercer país» debe ser interpretado de forma amplia pues 
«incluye no solo a un tercer Estado, sino también a un territorio aduanero 
diferenciado u otro sujeto de Derecho internacional, ya que dichas entidades 
también pueden ejercer coerción económica»39. Además, la coerción 
económica abarca no solo la adopción de medidas económicas coercitivas, 
sino igualmente la amenaza de su aplicación. Habrá coerción económica 
igualmente cuando el tercer país desarrolle un «pauta de injerencia» (art. 2. 2. b), 
es decir, lleve a cabo una serie de actuaciones separadas cuyo resultado final es 
producir la coerción económica. 

La concepción amplia de la definición de coerción económica queda 
avalada por el informe de impacto que acompañó a la propuesta de Regla-
mento ACE, en el que la Comisión señaló que se considerará coerción 
económica cualquier tipo de medida coercitiva que afecte al comercio o a la 
inversión practicada sobre un Estado miembro o sobre la propia UE, ya sea 
esta: a) explícita (esto es, que cuente con una base jurídica concreta como, por 

39	 Apdo. 7 de la exposición de motivos del Reglamento ACE.



152	 CARMEN LÓPEZ-JURADO ROMERO DE LA CRUZ

Revista de Derecho Comunitario Europeo, 81, mayo-agosto (2025), pp. 133-170

ejemplo, la adoptada sobre la base de la sección 301 de la Ley de Comercio de 
1974); b) encubierta (p. ej., la adopción de medidas de protección comercial 
—como las medidas antidumping o compensatorias—, pero aplicadas de 
modo impropio, esto es, sin que exista el comportamiento desleal que tales 
instrumentos regulan); o incluso, c) silenciosa (esto es, ejecutada sin recurrir a 
la adopción de actos jurídicos, por ejemplo, mediante un boicot a los productos 
o servicios procedentes de ciertos países terceros fomentado a través de medios 
gubernamentales)40. Esta última modalidad es la que suele utilizar China para 
ejercer la coerción económica (Czapnik y Mercurio, 2023: 336). Por su parte, 
la doctrina ha señalado que, en su conjunto, la definición y los criterios 
establecidos en el Reglamento ACE constituyen una comprensión del 
fenómeno de la coerción económica concebido más como un standard-like 
que como una rule-like (Townley, 2019: 1172)41. La definición de coerción 
económica es tan amplia que resulta incluso cuando la interferencia de un 
tercer Estado se produce en cualquier área que sea competencia de la UE o de 
sus Estados miembros, y no solo en relación con la política comercial o en 
materia de inversiones (Weiss y Furculita, 2024: 201). 

Ahora bien, el Reglamento ACE no asume la ilegalidad de todas las 
actuaciones que implican el ejercicio de coerción económica, ya que exige que 
esta alcance «un determinado umbral cualitativo y cuantitativo, en función 
tanto de los objetivos perseguidos como de los medios utilizados» (apdo. 15 de 
la exposición de motivos del Reglamento ACE). En este punto, el art. 2. 2 a) 
del Reglamento aporta alguna indicación al señalar que ha de tenerse en 
cuenta «la intensidad, gravedad, frecuencia, duración, amplitud y magnitud 
de la medida del tercer país, en particular su repercusión en las relaciones 
comerciales o de inversión con la Unión, y la presión derivada de ella para la 
Unión o para un Estado miembro». Por lo tanto, «tout dépendra de l’auteur 
et du bénéficiaire de la coercition économique, car une mesure d’un certaine 
intensité, fréquence ou ampleur employée contre un État puissant peut ne 
avoir les mêmes effects lorsqu’elle est adoptée contre un pays plus petit» (Ruys 
y Rodríguez, 2021: 153). 

Tampoco habrá coerción económica «si el tercer país actúa sobre la base 
de una preocupación legítima reconocida internacionalmente» (art. 2. 1. d). 

40	 Comisión Europea, Impact Assessment Report, loc. cit., p. 9.
41	 Townley efectúa dicha distinción en los siguientes términos: «a rule is self-contained 

in the sense that if certain facts are true, a decision-maker is inexorably expected to 
respond in a particular way. By contrast, a standard tends to refer to an objective (e. g. 
reasonableness), and is much harder to assess ex ante (because events must actually 
have unspooled to make the assessment)» (Townley, 2019: 1174).
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El apdo. 15 del Reglamento precisa dicho concepto jurídico indeterminado al 
señalar que 

la Comisión y el Consejo deben examinar detenidamente si el tercer país persigue una 
causa legítima porque su objetivo sea defender una preocupación reconocida interna-
cionalmente, como, por ejemplo, el mantenimiento de la paz y la seguridad 
internacionales, la protección de los derechos humanos, la protección del medio 
ambiente o la lucha contra el cambio climático. 

Así, la doctrina ha visto en este criterio la obligación de no actuar, por 
ejemplo, cuando un tercer país adopte sanciones económicas (medidas restric-
tivas en el lenguaje del art. 215 TFUE) basadas en decisiones que, al respecto, 
pueda adoptar el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas sobre la base 
del art. 41 de la Carta. No está claro, sin embargo, el que puedan aprobarse 
contramedidas por parte de la UE cuando un tercer país apruebe «sanciones 
autónomas» o unilaterales, es decir, no sustentadas en una decisión previa del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas (por ejemplo, las adoptadas por 
EE. UU. en respuesta a la agresión de Rusia contra Ucrania) (Olsthoorn, 
2024: 62). Desde mi punto de vista, sin embargo, y teniendo en cuenta el 
criterio del art.  2. 1. d), la adopción de sanciones autónomas, en un caso 
como el mencionado, no debería permitir al Consejo determinar que existe 
coerción económica. Existe, no obstante, como vemos, una amplia discrecio-
nalidad para efectuar dicha determinación. 

De igual modo, no entran en la definición de coerción económica las 
sanciones extraterritoriales impuestas por un tercer Estado con el objetivo de 
impedir que se lleven a cabo actividades comerciales de operadores extranjeros 
en otro tercer país. Es el caso concreto de las sanciones secundarias estable-
cidas por EE. UU. a empresas extranjeras que negocian con Cuba, Libia o 
Irán. El objetivo de estas medidas extraterritoriales es maximizar la efectividad 
de las sanciones (primarias) de naturaleza política establecidas por EE. UU. 
contra dichos países. Pues bien, para contrarrestar los efectos extraterritoriales 
de tales medidas, la UE dispone de un instrumento específico (distinto al 
Reglamento ACE) denominado Reglamento de bloqueo42, que obliga a las 
empresas europeas a ignorar la legislación extraterritorial de los EE. UU. Se 

42	 Reglamento 2271/96 del Consejo, de 22 de noviembre de 1996, relativo a la protec-
ción contra los efectos de la aplicación extraterritorial de la legislación adoptada por 
un tercer país, y contra las acciones basadas en ella o derivadas de ella (DO L 309, de 
29 de noviembre de 1996, p. 1), en su versión modificada por el Reglamento Dele-
gado 2018/1100 de la Comisión, de 6 de junio de 2018 (DO L 199, de 7 de agosto 
de 2018, p. 1).
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trata de un instrumento que no es muy exitoso pues, en la práctica, las 
empresas europeas eligen a menudo no respetar el Reglamento de bloqueo, ya 
que puede ser más perjudicial para ellas ser excluidas del mercado estadouni-
dense o quedar sometidas a elevadas multas por parte de las autoridades 
estadounidenses (Ruys y Rodríguez, 2021: 156). La Comisión Europea ha 
admitido que, en ocasiones, puede producirse un solapamiento entre el Regla-
mento de bloqueo y el Reglamento ACE —al fin y al cabo, las sanciones 
extraterritoriales constituyen un ejercicio de coerción económica—, y ha dado 
algunas indicaciones para tratar de deslindar ambos instrumentos jurídicos43. 
Así, señala que el Reglamento ACE se aplicará preferentemente cuando las 
medidas extraterritoriales de un tercer país ejerzan simultáneamente coerción 
económica sobre la UE o algún Estado miembro de la UE; sensu contrario, 
esto es, si no subyace en ellas el objetivo de interferir en la autonomía de 
decisión de las instituciones de la UE o de las autoridades de sus Estados 
miembros ejerciendo una presión sobre ellos para que cambien su política, no 
se aplicará el Reglamento ACE, sino el Reglamento de bloqueo44. Tal distinción 
es, sin embargo, artificial y subjetiva. La doctrina ha puntualizado que «it is 
hard to imagine extraterritorial sanctions which are adopted by powerful 
states that do not target, at least tacitly, private actors and home state too» 
(Lonardo y Szép, 2023: 372). El debate acerca de la aplicación del Regla-
mento de bloqueo se ha vuelto a abrir recientemente a raíz de la aprobación 
de un decreto presidencial de Trump, de 6 de febrero de 2025, por el que se 
establecen represalias económicas (congelación de bienes en EE. UU. y prohi-
bición de viaje a dicho país) a los funcionarios, empleados o agentes de la 
Corte Penal Internacional (así como a sus familiares) que hayan participado 
en causas contra ciudadanos estadounidenses o nacionales de aliados de los 
EE. UU., como Israel, a resultas de la ofensiva israelí en Gaza en respuesta a 
los atentados terroristas de Hamás el 7 de octubre de 2023. Con relación  
a este caso, se ha sugerido la posibilidad de aplicar el Reglamento de bloqueo a 
las nuevas medidas económicas previstas por el decreto estadounidense, pero 
siempre que este amplíe su ámbito de aplicación45.

En relación con la definición de coerción económica es necesario llamar 
especialmente la atención sobre la alusión que esta contiene a la denominada 
«soberanía de la Unión» (art. 2. 1 c) del Reglamento ACE). A mi parecer, con 
dicha mención no se pretende poner de relieve que el Reglamento ACE haya 

43	 Comisión Europea, Impact Assessment Report, loc. cit., p. 10.
44	 Ibid.
45	 Véase la intervención del presidente de la Subcomisión de Derechos Humanos del 

Parlamento Europeo, Mounir Satouri (Agence Europe, de 11 de febrero de 2025).
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llevado a cabo una modificación del estatuto jurídico de la UE —que, como 
organización internacional que es, y a diferencia del Estado, carece de soberanía 
y solo tiene competencias de atribución—, sino que, más bien, lo que se 
persigue es subrayar la necesidad de salvaguardar una «soberanía» de tipo 
estratégico o geopolítico de la UE (López-Jurado, 2024: 443). Efectivamente, 
en el apartado séptimo de la motivación del Reglamento ACE se indica que 
«el uso de ese término y la aplicación del presente Reglamento no tienen 
ninguna consecuencia en cuanto a la soberanía». Ahora bien, tampoco cabe 
minimizar la importancia que tiene la mención a la «soberanía de la UE» en 
este Reglamento, ya que esta figura en la parte dispositiva del mismo, siendo, 
en mi opinión, el primer caso en que ello sucede en el derecho derivado de la 
UE. Ello permite afirmar que, con la aprobación del Reglamento ACE, el 
concepto de la soberanía de la UE ha traspasado el umbral de lo político para 
a entrar en el terreno jurídico46.

El Reglamento ACE considera que la coerción económica ejercida por 
un tercer país sobre la Unión o sus Estados miembros implica una violación 
del derecho consuetudinario relativo al principio de no intervención 
—contenido en la Declaración sobre los principios de derecho internacional, 
aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en la Resolución 
2625 (XXV) de 1970)—, principio que puede ser considerado, a su vez, como 
un corolario del principio de la igualdad soberana regulado en el art. 2. 1 de 
la Carta de las Naciones Unidas. A esos principios se refiere expresamente la 
exposición de motivos del Reglamento ACE en sus apdos. 3 y 5, al tiempo que 
subraya la obligación constitucional que pesa sobre la UE ex art. 3. 5 TUE y 
art. 21. 1, párrafo primero, del TUE, de respetar en su acción exterior, entre 
otros, los principios de la Carta de las Naciones Unidas y del derecho interna-
cional. Además, dado que la UE entiende que la violación de dichos principios 
constituye un hecho ilícito internacional, se siente autorizada para aprobar 
contramedidas basadas, igualmente, en el derecho internacional consuetudi-
nario sobre responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, 
tal y como las regula el proyecto de artículos de la Comisión de Derecho 
Internacional sobre la responsabilidad del Estado por hechos internacional-
mente ilícitos de 2001 (PR CDI en adelante) en sus arts. 48 a 54. 

No está claro, sin embargo, que la definición de coerción económica que 
contiene el Reglamento ACE encaje a la perfección con el mencionado 
derecho internacional consuetudinario relativo al principio de no inter-

46	 El término de la «soberanía de la UE» también ha sido utilizado por la UE en deter-
minados documentos en el ámbito digital (Casolari, 2023: 331; Robles Carrillo, 
2023: 138; Segura Serrano, 2023: 90).
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vención, tal y como ha sido interpretado por la Corte Internacional de Justicia 
(CIJ) en la sentencia Nicaragua contra EE. UU.47 (Kübeck y Mancini, 2024: 
539). En efecto, en dicha sentencia la CIJ, aunque dejó abierta la posibilidad 
de prohibir otros métodos de coerción distintos de la fuerza militar, sostuvo 
que ni siquiera un embargo comercial como el impuesto por EE. UU. sobre 
Nicaragua vulneraba el principio consuetudinario de no intervención (Baetens 
y Bronckers, 2022). Se ha llegado incluso a dudar de que exista un derecho 
fundamental de los Estados a ser libres de coerción económica (Tzanakopoulos, 
2015: 2). De hecho, al examinar la propuesta de Reglamento que le fue 
presentada por la Comisión, el Servicio Jurídico del Consejo llegó a señalar 
que «the precise definition of coertion, and thus of unauthorised intervention 
is not fully cristallised in international law. In addition, while countermea-
sures as such are considered legitimate under customary international law, the 
individual requirements and procedures for doing so are often debated and 
less clear»48. El considerando 6 de la exposición de motivos del Reglamento 
ACE parece admitir que el Reglamento ACE ha llevado a cabo una interpre-
tación evolutiva del principio de derecho internacional de la no intervención, 
sobre la base de que «la interconexión de la moderna economía mundial 
aumenta el riesgo de coerción económica, ya que ofrece a los países medios 
reforzados para dicha coerción, incluso medios híbridos»; a lo que añade que 
«conviene que la Unión contribuya a la creación, el desarrollo y la clarificación 
de marcos internacionales para la prevención y la eliminación de situaciones de 
coerción económica». De modo que caben dos lecturas respecto a las conse-
cuencias que ello pueda tener en relación con la definición de coerción 
económica. La primera es la de considerar que la aplicación del Reglamento 
ACE puede poner a los Estados miembros, y a la propia UE, en la difícil 
disyuntiva de tener que optar entre la aplicación del principio de la no inter-
vención, tal y como está regulado en el momento actual por el derecho 
internacional, o por la que ofrece el Reglamento ACE, en un escenario similar 
al que ha planteado la aplicación de las medidas restrictivas de la UE en el 
ámbito del terrorismo internacional (Casolari, 2023: 338). La segunda es más 
contemporizadora, pues considera que el concepto de coerción económica del 
Reglamento ACE no es sino un ejemplo de desarrollo progresivo del derecho 
internacional, por lo que no debería haber conflicto con el objetivo del art. 3. 5 
TUE (y del 21.1 TUE, en el ámbito de la acción exterior) de que la UE 

47	 CIJ, Actividades militares y paramilitares en y contra Nicaragua (Nicaragua c. Estados 
Unidos), fondo, Sentencia de 27 de junio de 1986, párr. 244.

48	 Consejo de la UE, Interinstitutional File: 2021/040 6 (COD), 30 de agosto de 2022, 
p. 24.
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contribuya «al estricto respeto y desarrollo del Derecho internacional, en 
particular el respeto de los principios de la Carta de las Naciones Unidas». 
Siguiendo esta segunda línea de razonamiento, se ha afirmado que la definición 
y criterios de la coerción del Reglamento ACE constituye «une opinio juris 
précieuse qui pourrait potentiellement aider les Tribunaux internationaux à 
l’avenir s’ils sont accueillis positivement par la communauté internationale» 
(Ruys y Rodríguez, 2021: 153, 171).

2.4.	 Las contramedidas económicas 

Con todo, hay que destacar que el objetivo primario del Reglamento ACE 
es de carácter disuasorio. En efecto, las contramedidas, que son denominadas 
«medidas de respuesta» en su art. 8, están concebidas como medidas de último 
recurso. En este sentido, el Reglamento contempla que, antes de su adopción, la 
Comisión pueda explorar vías alternativas para que cese la coerción económica 
(art. 6). Entre ellas figuran las negociaciones directas, el sometimiento del asunto 
a una resolución jurisdiccional internacional, el recurso a medios diplomáticos 
de solución de controversias (mediación, conciliación o buenos oficios). Existe 
igualmente la posibilidad de plantear el asunto «en cualquier foro internacional 
competente, previa consulta al Consejo cuando proceda de conformidad con los 
Tratados». Estas ventanas de oportunidad permanecen abiertas incluso aunque 
ya se hayan adoptado las medidas de respuesta por parte de la UE. También se 
contempla la posibilidad de que la Comisión entable consultas o coopere con 
cualquier otro tercer país afectado por medidas de coerción económica idénticas 
o similares o con cualquier otro tercer país interesado, con vistas a obtener el 
cese de la coerción económica (art. 7). 

Cuando no se alcance una solución convenida con el tercer país que ejerce 
la coerción económica, la reacción de la UE puede consistir en la aplicación de 
contramedidas comerciales. Estas contramedidas pueden tener un carácter 
general (cuando van dirigidas contra el tercer Estado que ejerce la coerción 
económica); o un carácter particular (cuando se aplican a determinadas personas 
físicas o jurídicas que lleven o puedan llevar a cabo actividades contempladas en 
el art. 207 del TFUE y estén vinculadas o asociadas al Gobierno del tercer país 
en cuestión). Con el fin de identificar a tales personas físicas o jurídicas, el 
art. 10 del Reglamento ACE precisa técnicamente las condiciones que se les 
exige para la aplicación de las contramedidas; también se detallan algunos requi-
sitos de carácter procesal en materia de información y notificación, permitiéndoles 
la presentación de sus observaciones. El procedimiento a seguir para la adopción 
de los actos de ejecución —en los que figuren las personas (físicas y jurídicas) 
afectadas por las contramedidas de la UE— está regulado en el del art. 18 del 
Reglamento ACE. A los efectos de atribuir los hechos cometidos por personas 
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físicas o jurídicas al tercer país, se ha tenido en cuenta el derecho consuetudi-
nario internacional contenido en el art. 2 a), y los arts. 4 a 11 del PR CDI49. 
Posiblemente la similitud entre este procedimiento y el de las medidas restric-
tivas del art. 215 TFUE motivó el que la Comisión, durante el proceso legislativo 
que condujo a la aprobación del Reglamento ACE, se planteara utilizar una base 
jurídica conjunta del Reglamento ACE, esto es, no solo el art.  207 TFUE 
(PCC), sino también el art. 215 TFUE (medidas restrictivas), cosa que descartó 
finalmente, eliminando la referencia a este último artículo.

La coerción económica y las subsiguientes contramedidas previstas por el 
Reglamento ACE son un claro ejemplo de lo que la doctrina califica como la 
utilización del comercio como arma (weaponisation of international trade) en 
los términos que han sido descritos anteriormente. Las contramedidas que la 
UE puede adoptar aparecen pormenorizadas en el anexo I al Reglamento ACE. 
Su campo de actuación es amplísimo ya que se trata de un conjunto de medidas 
que conllevan la imposición de derechos de aduana nuevos o más elevados, 
medidas que afectan al comercio de mercancías, a la contratación pública, al 
comercio de servicios, a la inversión extranjera directa, a los derechos de 
propiedad intelectual o su explotación comercial, la imposición de restricciones 
a la banca, los seguros, el acceso a los mercados de capitales de la Unión y otras 
actividades de servicios financieros. Incluso se prevé la adopción de restric-
ciones a la comercialización en la UE de mercancías en ámbitos relacionados 
con sustancias químicas o en materia sanitaria y fitosanitaria50. Podrán igual-
mente consistir en medidas que supongan el incumplimiento de las obligaciones 
internacionales respecto al tercer país (art. 8. 4). 

En relación con este aspecto de la aplicación de medidas de respuesta de 
la UE frente a la coerción económica de terceros, el Reglamento ACE final-
mente aprobado ha omitido una propuesta de la Comisión que reconocía a los 
operadores económicos privados el derecho a recuperar «todo perjuicio que les 
hayan causado las medidas de coerción económica» practicadas por una 
persona física o jurídica del tercer Estado que esté vinculada o asociada al 
Gobierno de ese tercer país, en la medida en que tales personas hayan contri-
buido a la ejecución de las medidas de coerción económica51. 

49	 Apdo. 16 del preámbulo de Reglamento ACE.
50	 Tras las negociaciones interinstitucionales ha quedado excluida la contramedida, que 

sí contemplaba la propuesta de la Comisión, relativa a la imposición de restricciones 
de acceso a los programas de investigación financiados por la UE o la exclusión de los 
mismos.

51	 Una vía que, sin embargo sí existe en el Reglamento de bloqueo, que prevé un derecho 
a compensación por cualquier daño, incluidas las costas procesales, que le cause la 
aplicación de las leyes extraterritoriales estadounidenses (art. 6).
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Cabe subrayar el apdo. 5 de la exposición de motivos del Reglamento 
ACE, que establece que las contramedidas se fundamentan en el derecho 
internacional consuetudinario, concretamente en el PR CDI. No hay, por  
lo tanto, alusión al ESD de la OMC, que constituye, respecto a dicho proyecto 
de artículos, lex specialis y que dispone que, en los ámbitos regulados por los 
acuerdos abarcados, las contramedidas solo pueden adoptarse cuando sean 
aprobadas por el Órgano de Solución de Diferencias. Teniendo esto en cuenta, 
resulta un tanto incongruente el apdo. 12 de la exposición de motivos del 
Reglamento ACE, según el cual: 

Toda acción que emprenda la Unión sobre la base del presente Reglamento debe 
estar en consonancia con el Derecho internacional, incluido el Derecho interna-
cional consuetudinario. Entre los acuerdos internacionales celebrados por la Unión 
y los Estados miembros, el Acuerdo por el que se establece la Organización Mundial 
del Comercio (OMC) es la piedra angular del sistema comercial multilateral basado 
en normas. Por lo tanto, es importante que la Unión siga apoyando dicho sistema, 
centrado en la OMC, y que utilice su sistema de solución de diferencias cuando 
proceda. 

Resulta chocante que, con semejante afirmación, luego, en la parte 
dispositiva del Reglamento ACE, no haya alusión alguna al derecho de la 
OMC. Por consiguiente, no cabe sino pensar que el Reglamento ACE es, en 
este aspecto, ambiguo. No está claro si ello se debe a que la UE: a) ha tenido 
en cuenta la crisis que sufre actualmente el sistema de solución de diferencias 
de la OMC; b) entiende que la coerción económica ejercida por un tercero 
puede no constituir necesariamente una violación del derecho de la OMC; c) 
ha tomado en consideración la «jurisprudencia» de la OMC, que rechaza la 
adopción de medidas unilaterales en respuesta a violaciones del derecho de  
la OMC52; o, por último, d) ello se debe a las dificultades que entrañaría la 
invocación, en el ámbito del sistema de solución de diferencias de la OMC, 
de las normas consuetudinarias de derecho internacional en relación con el 
principio de no intervención, o en materia de responsabilidad internacional, 
en una situación parecida, en relación con este último elemento de análisis, a 
la que se produce en el ámbito de aplicación del Reglamento (UE) 2021/167, 
última modificación del denominado Reglamento sobre cumplimiento 
(López-Jurado, 2022: 8). 

52	 OMC, Comunidades Europeas-Medidas que afectan al comercio de embarcaciones comer-
ciales (WT/DS301/6), de 27 de junio de 2005; OMC, Estados Unidos-Medidas 
aplicadas a la importación de determinados productos procedentes de las Comunidades 
Europeas (WT/DS165/AB/R), de 11 de diciembre de 2000.
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Tampoco está claro, desde el punto de vista del derecho internacional de la 
responsabilidad internacional, el que se pueda aprobar una contramedida 
colectiva por parte de la UE cuando la coerción económica es sufrida por un 
Estado miembro de la UE (como ocurría en el caso de Lituania), ya que el PR 
CDI solo permite en su art. 49 que las contramedidas sean adoptadas por el 
Estado lesionado contra el Estado responsable del hecho internacionalmente 
ilícito (Ruys y Rodríguez, 2021: 162). Igualmente, hay una interpretación amplia 
de dicho artículo al permitir la imposición de contramedidas no solo al Estado 
responsable de la coerción económica, sino también a personas físicas o jurídicas 
que lleven o puedan llevar a cabo actividades contempladas en el art. 207 del 
TFUE y estén vinculadas o asociadas al Gobierno del tercer país en cuestión.

2.5.	 La adopción de decisiones en materia de coerción económica

La posible aplicación del Reglamento ACE en el actual contencioso 
económico exige, por último, que nos preguntemos cómo se adoptan las 
decisiones más importantes en el marco de dicho instrumento normativo. 
Estas son fundamentalmente dos. La primera atañe a la determinación de  
la existencia de coerción económica, mientras que la segunda se refiere a la 
imposición de las contramedidas.

La primera cuestión —esto es, la determinación de la existencia de 
coerción económica— fue objeto durante las negociaciones interinstitucio-
nales de importantes tensiones entre, por una parte, la Comisión y el Parlamento 
Europeo y, por otra, el Consejo. En su propuesta de Reglamento, la Comisión 
estableció que la determinación de la existencia de coerción económica por 
parte de un tercer país le correspondería a la propia Comisión, solución que, 
con algunas modificaciones menores, avaló el Parlamento Europeo53. Sin 
embargo, cuando el asunto llegó en primera lectura ante el Consejo, y debido 
a la presión ejercida por un numeroso grupo de Estados miembros54, este 
propuso que fuera él la institución encargada de adoptar esa importante 
decisión. Pues bien, el art. 5, apdo. 5, del Reglamento ACE se decanta a favor 
de la posición defendida por el Consejo. De este modo, será el Consejo quien 

53	 Parlamento Europeo, Report on the proposal for a regulation of the European Parliament 
and of the Council on the protection of the Union and its Member States from economic 
coertion by third countries, A9-0246/2022, 13-10-2022. 

54	 Un total de once países presionaron para que el Consejo de la UE lograra una mayor 
influencia en el proceso de adopción de decisiones. Se trata de Alemania, Austria, 
Croacia, Eslovenia, Finlandia, Letonia, Luxemburgo, Malta, Portugal, Rumanía y 
Suecia (Gijs, 2022).
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determine la existencia de coerción económica mediante un acto de ejecución 
aprobado por mayoría cualificada y en un plazo de ocho semanas, si bien previa 
propuesta de un acto de ejecución por parte de la Comisión55. La Comisión 
también podrá proponer al Consejo que solicite al tercer país la reparación del 
perjuicio causado a la Unión, una evaluación que «se basará, en particular, en 
la naturaleza y el alcance del perjuicio causado y en la obligación general, con 
arreglo al Derecho internacional consuetudinario, de reparar íntegramente  
el perjuicio causado por un hecho internacionalmente ilícito». Además, el 
Consejo podrá modificar, por idéntica mayoría, las propuestas de actos de 
ejecución de la Comisión. En definitiva, los Estados miembros de la UE han 
querido hacerse con el control de la importante decisión de determinar la 
existencia de la coerción económica, que se tomará, como hemos visto, 
aplicando los laxos criterios del art. 2. 2 anteriormente analizados. El apdo. 18 
de la exposición de motivos del Reglamento ACE puntualiza, en relación con 
esta cuestión, que «la atribución de competencias de ejecución al Consejo se 
limita a las circunstancias derivadas de la coerción económica y a abordarlas y 
no debe considerarse un precedente».

El que se confiera al Consejo competencias de ejecución se puede explicar 
mediante el argumento de que estamos ante uno de esos «casos específicos 
debidamente justificados» a los que alude el art. 291. 2 TFUE56. La excepcio-
nalidad se justificaría, en este caso, por la importancia y gravedad de la decisión 
que ha de ser adoptada. En este sentido, la doctrina ha señalado que el que sea 
el Consejo, y no la Comisión, quien determine la existencia de coerción 
económica es el fruto de un compromiso político. También ha indicado que 
la solución finalmente adoptada ha supuesto un reajuste, desde el punto de 
vista del equilibrio institucional, que se puede explicar por la proximidad que 
presenta la decisión acerca de la existencia de coerción económica con el 
ámbito de la seguridad (Schaupp, 2024: 142). Para algún autor, incluso, la 
Comisión geopolítica de Von der Leyen ha jugado un papel crucial al cerrar  
la brecha existente entre los diferentes ámbitos de la acción exterior de la UE 
(Szép, 2024: 1379). También hay quien opina que, al hacerlo, se han superado 

55	 El Consejo aprobó su posición el 16 de noviembre de 2022. Véase Consejo de la UE, 
Mandate for negotiations with the European Parliament on the proposal for a regulation 
of the European Parliament and of the Council on the protection of the Union and its 
Member States from economic coertion by third countries, 14837/22 (POLCOM 171, 
COMER 139, IA 189, CODEC 1760).

56	 En efecto, según dicho artículo: «Cuando se requieran condiciones uniformes de 
ejecución de los actos jurídicamente vinculantes de la Unión, estos conferirán compe-
tencias de ejecución a la Comisión o, en casos específicos debidamente justificados y 
en los previstos en los arts. 24 y 26 del Tratado de la Unión Europea, al Consejo».
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los límites de la competencia exclusiva de la UE en materia de PCC en detri-
mento de la PESC (Verellen y Hofer, 2023: 9). Por último, se ha llegado 
incluso a afirmar que, con el Reglamento ACE, la política exterior se ha trans-
formado en política comercial (Freudlsperger y Meunier, 2024: 1065), con el 
consiguiente impacto que todo ello conlleva en la arquitectura constitucional 
de la UE.

No obstante, llevar a cabo esta vinculación entre los dos ámbitos de la 
acción exterior de la UE era algo necesario para resolver la desventaja que sufre 
la UE en relación con sus más directos rivales geopolíticos. En efecto, estos (ya 
sea China o los EE. UU.) son Estados, por lo que centralizan las decisiones a 
tomar tanto en materia de comercio como de política exterior (Freudlsperger 
y Meunier, 2024: 1066), con las consecuencias positivas que ello comporta, 
pues les permite actuar con celeridad. Pensemos particularmente en el caso de 
China, que dispone, desde 2021, de un instrumento legislativo que le permite 
actuar para contrarrestar las sanciones extraterritoriales extranjeras; o de 
EE. UU., que, aunque no posee un instrumento semejante, puede utilizar la 
sección 301 de la Ley de Comercio de 1974, entre otras disposiciones que 
otorgan competencia al presidente de los EE. UU. en materia de comercio 
internacional57. Sin embargo, en la UE —una organización internacional 
regida por el principio de atribución de competencias—, los diferentes 
ámbitos de la acción exterior a los que nos referimos (PESC y PCC) se rigen 
por mecanismos de adopción de decisiones diametralmente opuestos (unani-
midad en PESC v. mayoría cualificada en PCC). Quizás se haya preferido 
utilizar como base jurídica exclusiva para regular esta materia el art.  207 
TFUE, relativo a la PCC, porque la unanimidad que rige la PESC es difícil de 
conseguir. Ello es aún más evidente en el actual panorama político de la UE, 
en donde hay Estados miembros que podrían actuar como «caballos de Troya», 
impidiendo una acción frente a determinados terceros países con los que 
mantienen una especial relación de connivencia política. 

Es posible, no obstante, disociar la decisión adoptada en el marco de la 
PCC de una posible decisión PESC en esta materia. Efectivamente, el apdo. 9 
de la exposición de motivos del Reglamento ACE señala que una decisión 
adoptada de conformidad con el Reglamento ACE no impedirá otra posible 
acción de la UE en materia de PESC, y que esta última habrá de ser tenida en 
cuenta «a la hora de considerar cualquier respuesta a la coerción económica 
por parte de un tercer país». En este mismo sentido, el art. 11. 2 del Regla-
mento ACE establece que, para valorar las medidas de respuesta, la Comisión 
tendrá en cuenta «todas las acciones pertinentes conforme a la política exterior 

57	 Comisión Europea, Impact Assessment Report, loc. cit., pp. 15-16. 
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y de seguridad común de la Unión». En cualquier caso, la eventual adopción 
de las medidas PESC habrá de ser coherente con respecto a las adoptadas en 
virtud del Reglamento ACE y viceversa, de conformidad con el art.  21. 3 
TUE58.

Cabe, por último, señalar que, si el Consejo se ha reservado para sí la 
determinación de la existencia de coerción económica, no ha ocurrido lo 
mismo con las denominadas «medidas de respuesta» (en realidad, contrame-
didas). Estas últimas pueden ser adoptadas, de entre aquellas que figuran en el 
anexo I al Reglamento, por la Comisión mediante un acto de ejecución y 
siempre que las medidas de arreglo pacífico de los arts. 5 y 6 no hayan dado 
resultado. Deben darse, además, dos elementos cumulativos: a) que la acción 
se considere necesaria para proteger los intereses y los derechos de la Unión y 
de sus Estados miembros; y b) que la adopción de medidas de respuesta 
redunde en interés de la Unión (art. 8. 1). La utilización de estos conceptos 
jurídicos indeterminados («acción necesaria», «interés de la Unión») otorga a 
la Comisión un amplio poder discrecional a la hora de adoptar el acto de 
ejecución. El acto de ejecución de la Comisión será, además, aprobado 
siguiendo el procedimiento del comité al que se refiere el art. 18, apdo. 2, del 
Reglamento ACE, un procedimiento que le permite adoptar el acto cuando el 
comité lo avale por mayoría cualificada, pero —y también aquí se ha hecho 
notar la presión del Consejo— que le impide adoptarlo cuando el comité 
emita un dictamen desfavorable o «no emita ningún dictamen»59. 

III.	 REFLEXIONES FINALES

La política comercial de Trump, en aplicación de su agenda en materia 
de política comercial de 2025, se ha traducido en una guerra comercial de 

58	 En esta función el Alto Representante cuenta con el apoyo del denominado Grupo de 
Coordinación Externa (EXCO). Véase Couvreur (2022: 2). Comisión Europea, 
Comunicación «The Working Methods of the European Commission», P (2019) 2, 
1-12-2019.

59	 Al margen de estas dos importantes decisiones (determinación de la existencia de 
coerción económica y de las contramedidas), el art 17 del Reglamento ACE contempla 
la posibilidad de que la Comisión pueda adoptar actos delegados ex art. 290 TFUE 
para modificar los puntos 2 y 3 del anexo II —origen de un servicio y nacionalidad de 
una inversión—, y durante un período de cinco años a partir de fecha de entrada en 
vigor del Reglamento. Esta delegación de poderes se prorrogará tácitamente por 
períodos de idéntica duración, excepto si el Parlamento Europeo o el Consejo se 
oponen a dicha prórroga a más tardar tres meses antes del final de cada período.



164	 CARMEN LÓPEZ-JURADO ROMERO DE LA CRUZ

Revista de Derecho Comunitario Europeo, 81, mayo-agosto (2025), pp. 133-170

carácter universal sin precedentes que, en lo que concierne a la UE, ha 
conllevado la aprobación de aranceles estadounidenses específicos al acero y al 
aluminio (25 %), a los vehículos y sus componentes (25 %), y de un «arancel 
recíproco» de un 10 %. Indiscutiblemente, la acción de Trump constituye un 
«asalto directo al multilateralismo» (Mavroidis, 2025), que viene a sumarse a 
su bloqueo del Órgano de Apelación del sistema de solución de diferencias de 
la OMC y al planteamiento, como se ha mencionado, de un recurso nulo  
de pleno derecho ante dicho órgano cuasijudicial. 

La respuesta de la UE a la guerra arancelaria de Trump se ha concretado, 
hasta la fecha, en varias líneas de actuación. En primer lugar, en relación con los 
aranceles al acero y al aluminio del 25 %, la UE ha aprobado «medidas de 
reequilibrio comercial» consistentes en la suspensión de concesiones arancelarias 
y la imposición de derechos de aduana nuevos o aumentados sobre las importa-
ciones en la UE de productos seleccionados originarios de los EE. UU., medidas 
que fueron suspendidas el mismo día de su aprobación hasta el 14 de julio de 
2025, en espera de que se logre un acuerdo más amplio con los EE. UU. Por otra 
parte, la UE se ha asociado a las consultas solicitadas por Canadá con EE. UU. 
en el marco del sistema de solución de diferencias de la OMC, ya que, para ella, 
tales aranceles al acero y al aluminio equivalen a medidas de salvaguardia incom-
patibles con el Acuerdo de Salvaguardias de la OMC. Se trata de medidas que, 
a juicio de la Comisión, tienen una repercusión importante en la UE, ya que 
afectan aproximadamente a un 5 % del total de las exportaciones de la UE a los 
EE. UU., por valor de 26 000 millones de euros. Son, en todo caso, cifras (y 
medidas) que habrán de ser revisadas por la Comisión Europea, ya que el presi-
dente Trump acaba de anunciar el 3 de junio una subida de los aranceles al acero 
y al aluminio del 25 % al 50 %, que ha entrado en vigor el 4 de junio60.

En segundo lugar, la UE ha anunciado el pasado 8 de mayo que, en caso 
de que fracasen las negociaciones con EE. UU. actualmente en curso, podría 
reaccionar frente a los aranceles recíprocos y los aranceles específicos sobre 
automóviles y piezas de automóviles presentando una demanda contra EE. UU. 
ante el sistema de solución de controversias de la OMC. Debe tenerse en 
cuenta, en este sentido, que el tipo de medidas arancelarias adoptadas por los 
EE. UU. vulneran diversas normas sustantivas del derecho de la OMC, concre-
tamente los arts. I y II del GATT de 1994, que regulan el principio del trato de 
la nación más favorecida y el principio del trato nacional. Alternativamente, la 
UE podría aprobar contramedidas económicas en el marco del Reglamento 
ACE, Reglamento de gran importancia cuyos principales aspectos han tratado 

60	 Proclamación presidencial, de 3 de junio de 2025, titulada Adjusting Imports of Alumi-
nium and Steel into the United States.
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de ser analizados en este trabajo. En efecto, las medidas arancelarias adoptadas 
por EE. UU. contra la UE encajan sobradamente en el concepto de coerción 
económica regulado en el art.  2 del Reglamento ACE. Una gran potencia 
comercial, como lo es EE. UU., ha aplicado medidas que afectan al comercio  
y a la inversión dándose los requisitos de intensidad, gravedad, amplitud y 
magnitud de la medida del tercer país (art. 2. 2 a). Además, por la forma en que 
se ha planteado la imposición de los aranceles recíprocos, EE. UU. está 
incurriendo en una pauta de injerencia destinada a impedir actos concretos 
(como el IVA a los servicios digitales) de determinados Estados miembros, 
interfiriendo en su soberanía. De modo que, siguiendo el modelo de decisión 
establecido en el Reglamento ACE, EE. UU. podría ser objeto de las contrame-
didas contempladas por dicho Reglamento. Teniendo en cuenta, además, que, 
respecto a la UE, EE. UU. goza de superávit en lo que concierne al comercio de 
servicios, que ha sido cifrado en 100 000 millones de euros en 2023 (Ibáñez 
Marsilla, 2025), la UE podría centrar las medidas de respuesta en dicho ámbito 
comercial61; o también podría excluir licitaciones que tengan un alto contenido 
americano (García Bercero, 2025), entre otras posibles medidas de respuesta. 
De hecho, actualmente la Comisión Europea está llevando a cabo una consulta 
pública con el objetivo de obtener información que le permita establecer un 
listado de productos industriales y agrícolas a los que se podrían aplicar las 
contramedidas, en caso de que fracasen las actuales negociaciones con EE. UU. 
Según la información que aporta la Comisión, el listado sometido a consulta se 
refiere a importaciones procedentes de EE. UU. por valor de 95 000 millones 
de euros. La Comisión también está barajando la posibilidad de establecer 
restricciones a la exportación de determinados productos (chatarra de acero y 
productos químicos) a los EE. UU. por valor de 4400 millones de euros62. 

Aunque la UE comparta con EE. UU. una gran preocupación acerca del 
desafío que entraña China como potencia en auge, considero que la UE no debe 
alinearse con la política comercial estadounidense respecto a este país. Primero, 

61	 En relación con las medidas de respuesta, el art. 11. 4 del Reglamento ACE prevé que 
«la Comisión podrá adoptar medidas de respuesta de la Unión que afecten al acceso 
de la inversión extranjera directa a la Unión o al comercio de servicios y que se apli-
quen a los servicios prestados o a las inversiones extranjeras realizadas dentro de la 
Unión por una o varias personas jurídicas establecidas en la Unión que sean propiedad 
o estén bajo el control de personas del tercer país». La doctrina ha señalado que el 
mencionado artículo permitiría, por ejemplo, aplicar contramedidas en un ámbito tan 
novedoso como el comercio de servicios digitales, prohibiendo que operadores extran-
jeros establecidos en la UE —como es el caso de TikTok, Netflix, o Facebook, entre 
otros— puedan prestarlos (Schaupp, 2024: 148).

62	 Agence Europe 13636, de 9 de mayo de 2025.
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porque hay intereses económicos en juego derivados de la existencia de cadenas de 
valor en las que participan empresas europeas. Y, segundo, porque la política 
comercial de EE. UU. respecto a China es susceptible de cambios, como lo 
demuestra el principio de acuerdo que la actual Administración estadounidense 
ha alcanzado con China el pasado 12 de mayo de 2025 (por el que, durante 
noventa días, EE. UU. rebaja los aranceles a China del 145 % al 30 %, mientras 
que China los reduce del 125 % al 10 %)63. Ello no quita el que la propia UE deba 
reforzar su autonomía estratégica en el ámbito comercial, digital o industrial 
respecto a China (y, posiblemente, vistos los recientes acontecimientos, también 
respecto a EE. UU.), como ya lo viene haciendo; y que deba aplicar también los 
tradicionales instrumentos de defensa comercial para evitar el dumping que  
la desviación del comercio provocada por los aranceles estadounidenses pueda 
producir en su mercado interior. En relación con este aspecto de la cuestión, la 
Comisión Europea acaba de crear un Grupo operativo sobre la vigilancia de  
las importaciones con el fin de identificar de manera precoz la reorientación  
de dichos flujos comerciales hacia la UE64.

Ahora bien, debemos preguntarnos si, en el presente escenario político, 
la aprobación de contramedidas en el marco del Reglamento ACE es deseable. 
En mi opinión, no parece que ello sea así. En primer lugar, porque, como 
hemos indicado, las contramedidas del Reglamento ACE son medidas de 
último recurso y aún no han finalizado las negociaciones entre la EE. UU. y la 
UE. En segundo lugar, porque habría que valorar la capacidad de las empresas 
de la UE de diversificar sus exportaciones a terceros mercados o de recibir 
ayudas, como se ha señalado, lo que podría minimizar la necesidad de actuar. 
Y, por último, porque la determinación de la existencia de coerción económica 
exige, como hemos indicado, que se alcance la mayoría cualificada en el 
Consejo, cosa que ha de lograrse en un momento político particularmente 
delicado en la UE, en el que hay dirigentes en algunos Estados miembros 
(pienso en Hungría, Polonia, Eslovaquia y, en menor medida, Italia) que 
podrían promover una minoría de bloqueo en el seno del Consejo que impida 
alcanzar la mayoría cualificada que exige el Reglamento ACE para determinar 
la existencia de coerción económica. En este último aspecto, está en juego la 
solidaridad entre los Estados miembros de la UE y la propia capacidad de 
resiliencia de la UE (Wu, 2023: 314)65. En cualquier caso, la UE debe diver-

63	 The White House, Joint Statement on U.S.-China Economic and Trade Meeting in 
Geneva, May 12, 2025. Disponible en: https://is.gd/pjzfsV. 

64	 Agence Europe 13654, de 6 de junio de 2025. Comisión Europea, «Monitoring Trade 
Diversion». Disponible en: https://is.gd/gIBXYp. 

65	 La situación de los aranceles «recíprocos» corre, a su vez, una suerte incierta en 
EE. UU., ya que estos están siendo también sometidos al escrutinio de los tribunales 
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sificar sus flujos comerciales, concluyendo las negociaciones comerciales en 
curso con terceros países (México, India, Australia, Indonesia, Tailandia, 
Filipinas, Malasia) y organizaciones internacionales (Mercosur), y continuar 
diseñando su política comercial e industrial en la línea que ha trazado la 
comunicación de la Comisión sobre la Reforma de la Política Comercial,  
la Estrategia de Seguridad Económica de la UE66, los informes Draghi67 y 
Letta68, así como la Brújula de Competitividad de la UE69.

Apéndice: Durante la fase de corrección de las pruebas de este trabajo, 
EE. UU. y la UE han alcanzado un acuerdo político en relación con los 
aranceles (Hinojosa y López-Jurado, 2025).
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